	Fecha
	20 de enero de 1964
	Sesión número
	3

	Motivo: Amparo

	Recurrente: EDWIN BREALY SALAZAR Y JOSÉ SCHAFFER FULBACKER

	Recurrido: MINISTRO DE GOBERNACIÓN Y POLICÍA

	Objeto del recurso: Alegan los recurrentes que la Gobernación ha llevado a cabo informaciones tendientes a decretar el cierre de su establecimiento comercial “Night Club Flamingo”, y en su última resolución no estimó que hubiese mérito a proceder al cierre del establecimiento. El Ministro de Gobernación revocó esa resolución, y en su lugar, ordena la clausura, incurriendo en violaciones legales por cuanto entró a conocer y resolver sobre el fondo de un asunto, que le llegó en apelación formulada por denunciantes que no son parte ni tienen ninguna personería en el juicio.

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que revocó la resolución de la Gobernación por no encontrarla ajustada a derecho, ya que en las diligencias existe prueba suficiente que da motivo para proceder al cierre de dicho negocio, en donde se llevan a cabo hechos inmorales que constituyen por sí mismos actos contrarios a la moral y a las buenas costumbres. Que dictó la resolución con base en el artículo 50 de la Ley de Ordenanzas Municipales. 

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar. Con fundamento en algunos aspectos no impugnados del informe de la Inspección General de Hacienda Fiscal, se llega a la conclusión de que en el actual negocio de hostería, denominado “El Flamingo”, local que antes ocupaba el extinto y clausurado “Embajador”, permanentemente habitan mujeres que ejercen el comercio sexual.  Es decir, que en “El Flamingo” se explota el ilícito negocio de la prostitución.  La decisión del Ministro de Gobernación y Policía encuentra cabal y expreso apoyo en los artículos 50 de la Ley de Ordenanzas Municipales y 206 del Código Sanitario.


N° 3
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las catorce horas del día veinte de enero de mil novecientos sesenta y cuatro, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Elizondo, Ramírez, Calzada, Ávila, Jacobo, Jiménez, Soto, Trejos, Sanabria, Jugo, Porter y Coto.
Artículo VIII
También se trajo a estudio el recurso de Amparo interpuesto por Edwin Brealey Salazar y José Schaffer Fulbacker, contra el señor Ministro de Gobernación y Policía, en el cual los recurrentes manifiestan: “1) Soy el administrador del establecimiento comercial denominado “Night Club Flamingo” de la ciudad de Alajuela, ubicado sobre la carretera a Grecia, a unas cuatrocientas varas al oeste del Cementerio de esta ciudad. 2) En el término de un año y medio, por tres veces – con fundamento en los mismos hechos y por denuncia de las mismas personas-  la Gobernación de la Provincia de Alajuela ha llevado a cabo informaciones tendientes a decretar el cierre o clausura del referido establecimiento comercial, y las tres veces dicha Gobernación ha declarado sin lugar el cierre, tal el cúmulo de pruebas y de testimonios aportados, que demuestran la falsedad de los cargos imputados y la sin razón de las quejas.  Dichas informaciones se han llevado a cabo siendo Gobernador don Rafael Machado Pinto, de grata recordación, y siendo Gobernador el Ingeniero Milton Arias que ocupa el cargo actualmente. 3) El expresado establecimiento está debidamente provisto de sus patentes de licores extranjeros, cerveza y hostería, extendidas por la expresada Gobernación de la Provincia de Alajuela. 4) La última resolución de la Gobernación de la Provincia de Alajuela, fue enteramente ajustada a derecho, por cuanto no estimó, en forma alguna, que hubiese mérito a proceder al cierre o clausura del establecimiento. En el expediente respectivo, obra toda la prueba necesaria para respaldar la citada resolución de la Gobernación de la Provincia, pues que quedó demostrado hasta la evidencia que ni uno solo de los cargos que se han hecho, tiene fundamento legal, ni siquiera existencia.  El estudio del referido expediente dará a los señores Magistrados base sólida y convicción suficiente para comprobar lo que afirmo.  5) Los denunciantes apelaron de la sentencia o resolución del señor Gobernador de la Provincia.  Este funcionario admitió la apelación y el señor Ministro de Gobernación, por resolución número 434, de fecha de las 9 horas del día siete de diciembre de este año, publicada en La Gaceta del jueves 19 de los corrientes, revoca la resolución dictada por la Gobernación de la Provincia, y en su lugar, ordena la clausura del mencionado establecimiento comercial.  Esta resolución del señor Ministro atropella la Constitución Política y las leyes e incurre en violaciones legales que ameritan el presente recurso de amparo, especialmente si para violar los derechos que la Constitución me brinda, en cuanto al ejercicio del libre comercio, viola y atenta contra otras leyes, entre ellas el artículo 154 del Código de Procedimientos Penales por cuanto entró a conocer y resolver sobre el fondo de un asunto que le llegó en apelación formulada por denunciantes, que no son parte ni tienen ninguna personería en el juicio. 6) Para llegar a la resolución, el señor Ministro retuerce argumentos y da una interpretación antojadiza a las pruebas aportadas, en contra del espíritu de la ley, y en contra de lo que el mismo expediente arroja.  Tal el caso de dar por cierto que en mi negocio se fuma marihuana y se expende licor clandestino, si los mismos denunciantes negaron haber formulado esos cargos, como lo negó el informante Badilla Monge en declaración rendida ante la agencia Judicial de Policía de San José, en causa por Calumnia planteada por el suscrito, contra Carlos Morera Zárate, Manuel Loría y Loría y demás denunciantes, acusación esta que remató en sentencia condenatoria contra dichos denunciantes. 7) Los mismos denunciantes negaron haber formulado los cargos anteriores, y así se demostró hasta la saciedad en certificaciones emanadas de los Tribunales de Justicia, que se adjuntaron oportunamente al expediente. 8) Por tres veces, como antes expresé, me he visto obligado a defenderme de cargos inexistentes ante la Gobernación de la Provincia y las tres veces ha resplandecido la justicia. Y en ninguna de esas tres veces el expediente o información ha comenzado por acción de la Gobernación de Alajuela, sino a instancia y órdenes emanadas del Ministerio de Gobernación a cargo del señor Urbina González.- Derecho: Me fundamento en la Ley de Amparo N° 1161 de 2 de junio de 1950. Acción: Con base en los hechos expuestos y principios de derecho que se citan, vengo ante esa Honorable Corte Suprema de Justicia a promover recurso de amparo contra el Ministerio de Gobernación, a cargo del expresado señor don Francisco Urbina González, de calidades y vecindario antes expresados, para que se declare: a) Que por ser contraria a la ley y a los derechos consagrados en la Constitución Política, la resolución del citado Ministerio, N° 4 de las 9 horas del 7 de diciembre en curso, y publicada en La Gaceta del 19 de los corrientes, y por fundamentarse en hechos falsos e inexistentes y ser dictada en contra de lo que el artículo 154 del Código de Procedimientos Penales dispone, es procedente el recurso. b) Que de inmediato debe dirigirse oficio al citado Ministerio para que se abstenga de poner en ejecución lo que dispone la citada resolución. c) Que me deben ser pagadas las costas de esta acción y los daños y perjuicios derivados de la medida tomada si la llegan a poner en ejecución antes de ser resuelto este recurso.”

Pedido informe al señor Ministro, lo contestó así: “Por resolución N° 434 de las 9 horas del 7 de diciembre de 1963, el Ministerio de Gobernación revocó la resolución dictada por la Gobernación de la Provincia de Alajuela, que no encontró mérito para el cierre del negocio comercial denominado “El Flamingo” o “Night Club Flamingo” sito como a cuatrocientas varas al oeste el Cementerio de la ciudad de Alajuela, y en su lugar se ordenó la clausura de dicho establecimiento con la debida cancelación de las patentes respectivas.  Este despacho después de un estudio detenido del expediente consideró revocar la resolución de la Gobernación de la Provincia de Alajuela, por no encontrarla ajustada a derecho, ya que en estas diligencias existe prueba suficiente que da motivo para proceder al cierre de dicho negocio conforme lo paso a demostrar: a) Que el negocio denominado El Flamingo o Night Club Flamingo, es propiedad del señor José Schafer Fulbacker y que lo administra el señor Edwin Brealy Salazar ( folios 23, 24, 25, 28 y 29). b) Que se encuentra situado como a cuatrocientas varas al oeste del Cementerio de la ciudad de Alajuela, sobre la carretera que conduce a Grecia (folio 6 y 11 vuelto). c) Que dicho establecimiento tiene patentes de licores extranjeros, hostería, cerveza y rockola (folio 6 y 25). ch) Que en el mismo, alquilan cuartos como sitios para propósitos sexuales y cobran un precio de diez colones (folio 6). d) Que en la práctica del acto sexual existe precio y pago de por medio (folio 6). Que en dicho negocio permanecen siete mujeres (folio 6) y que en el Flamingo se llevan a cabo actos contrarios a la moral y a las buenas costumbres (folio 6) declaraciones de Digna Soto Altamirano folio 11, José Campos Campos folio 11, y José Joaquín Chacón Castro folio 11 vuelto, los cuales afirman que ese negocio es un prostíbulo, donde las mujeres salen afuera casi desnudas imponiendo cuadros bastante desagradables.  Los hechos denunciados por el Capitán de la Inspección General de Hacienda Fiscal, visible al folio 6, y que se tiene por demostrados, no fueron desvirtuados por el propietario o administrador del negocio El Flamingo, hechos que se encuentran corroborados al hacer una relación de las manifestaciones de todos los testigos (de cargo como de descargo), los cuales coinciden en la seguridad de que dicho establecimiento es una casa en donde viven mujeres de vida licenciosa, las cuales se encuentran ahí para ofrecerse a los clientes que llegan, a los que cobran dinero por la realización del acto sexual (folio 8, 11 y 11 vuelto), lo que constituye la ofensa para la moral y las buenas costumbres del vecindario residente en las cercanías el Flamingo, y sobre todo, tomando en cuenta el perjuicio moral que se causa a los menores de edad, que diariamente se están dando cuenta de la situación anormal que presenta un establecimiento de esta naturaleza en las cercanías de sus hogares.  Entre otros hechos probados está el expendio de licor clandestino (contrabando); que en dicho negocio se suceden escándalos; que se fuma marihuana y que los hombres que visitan el negocio hacen sus necesidades fisiológicas en patios de las casas vecinas.  Así las cosas, la sana política administrativa que se ha impuesto este Despacho  ante la indubitable evidencia y comprobación de los hechos inmorales denunciados, que constituyen por sí mismo actos contrarios a la moral y a las buenas costumbres, fue que se procedió a ordenar la clausura de dicho establecimiento.  Además de la prueba que he dejado citada, existe en el expediente como lo pueden ver los señores Magistrados, documentos y declaraciones de otros testigos que vienen a confirmar todos y cada uno de los hechos que he dejado expuestos.  Derecho. Niego los fundamentos legales citados por el señor Brealey Salazar, ya que la resolución que ordena la clausura del negocio “El Flamingo” o “Night Club Flamingo”, está ajustada a derecho, y no ha existido de parte de este ministerio en ningún momento violaciones legales que ameriten a dicho señor para presentar este recurso de Amparo, toda vez que la presente resolución se dictó con base en el artículo 50 de la Ley de Ordenanzas Municipales, que establece a cargo del Gobernador y en alzada a este Ministerio la obligación de cuidad especialmente de la tranquilidad, del buen orden y de la seguridad de las personas, bienes y derechos de los ciudadanos y habitantes.  Y fue en ejercicio de esta atribución legal, como queda dicho que este Ministerio ordenó el cierre del negocio denominado El Flamingo.   En punto a esta atribución legal, ya la Corte Plena en muchas oportunidades ha resuelto sobre la facultad del Ministerio para proceder a la clausura de aquellos negocios en los cuales se atenta y más que ello se cometen actos contrarios a la moral y a las buenas costumbres.  Por todas las razones expuestas, y habiendo actuado este Ministerio conforme a la ley, pido a los señores magistrados respetuosamente, rechazar el recurso de Amparo establecido por el señor Edwin Brealy Salazar en mi contra, por ser improcedente desde todo punto legal. (Como prueba ofrezco el expediente original).””En mi escrito de contestación a este recurso, manifesté que entre otros hechos probados está el expendio de licor clandestino (contrabando); que en dicho negocio se suceden escándalos; que se fuma marihuana y que los hombres que visitan el negocio hacen sus necesidades fisiológicas en patios de las casas vecinas.  El anterior concepto lo aclaro por este medio a los señores Magistrados en el sentido de que esos hechos se tienen como no demostrados en el expediente, ya que por un error se consignó en el Considerando 2 de la resolución número 4344 de las 9 horas del 7 de diciembre de 1963, dictada por este Ministerio como hechos probados.  La debida rectificación aparecerá oportunamente en La Gaceta (Diario Oficial).”

Previa discusión, se acordó: 1.- De acuerdo con el artículo 2° de la ley N° 1161 de 2 de junio de 1950 la finalidad específica del amparo consiste en examinar si es procedente o no ordenar que se mantenga o restablezca el goce de los derechos consagrados en la Constitución Política.  Como en el presente caso los recurrentes alegan que los denunciantes no han tenido facultades legales para apelar del pronunciamiento dictado por el señor Gobernador de la Provincia de Alajuela, la Corte estima conveniente puntualizar al respecto que tanto la materia penal como la de faltas, regidas en su ejercicio por las disposiciones del Código de Procedimientos Penales, difieren en el trámite y su fondo con las de informaciones levantas por las Autoridades Administrativas a gestión de particulares vecinos de la localidad. Y además, en la concreta vía del presente recuso de amparo, aun con prescindencia del examen de formalidades procesales externas omitidas o no en las originarias diligencias, lo que incumbe es enfocar si el acto o la resolución en sí amenazan o viola los garantizados derechos constitucionales. 2.- Con fundamento en algunos aspectos no impugnados del informe de la Inspección General de Hacienda Fiscal, visible en folio 6 del expediente sustanciado por la Gobernación de la Provincia de Alajuela, así como en las declaraciones de testigos, y en la parte que éstas interesan, se llega a la conclusión de que en el actual negocio de hostería, denominado “El Flamingo”, local que antes ocupaba el extinto y clausurado “Embajador”, permanentemente habitan mujeres que ejercen el comercio sexual.  Es decir, que en “El Flamingo” se explota el ilícito negocio de la prostitución.  Como el artículo 46 de la Constitución Política garantiza la libertad de comercio lícito, situación en la cual no se encuentra la actividad de los recurrentes, resulta entonces de absoluto rigor legal declarar como se declara sin lugar el recurso de amparo planteado, pues la decisión definitiva del señor Ministro de Gobernación y Policía al revocar el pronunciamiento del señor Gobernador de la Provincia encuentra cabal y expreso apoyo en los artículos 50 de la Ley de Ordenanzas Municipales y 206 del Código Sanitario.
